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Acción de  Inconstitucionalidad

Derecho a la Igualdad y la Diferenciación de los postores en la Contratación Estatal

DATOS 

Expediente Nro. 0018-2003-AI/TC 

Fecha de Publicación: 7 de mayo de 2004

Pág. 268092 

Norma denunciada: Específicamente el artículo 1
 de la Ley Nro. 27633, modificatoria de la Ley Nro. 27143, Ley de Promoción Temporal Nacional del Desarrollo Productivo Nacional. 

ANTECEDENTES 

Demanda interpuesta por Jorge Power en representación de más de cinco mil ciudadanos. Los argumentos del demandante son los siguientes: i) La norma denunciada viola el derecho a la igualdad ya que otorga irrazonablemente, en un proceso de selección, un adicional de 20% a la sumatoria de la calificación técnica obtenida por las posturas de bienes y servicios elaborados o prestados dentro del territorio nacional, pese a que la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado consagra el principio de trato justo, ii) Vulnera el derecho de la competencia ya que un beneficio adicional en la calificación sólo para algunos impide que en los procedimientos de adquisición y contratación estatal se fomente la más amplia, objetiva y equitativa concurrencia de los postores, III) Viola la libertad de empresa ya que impide la continuación de la actividad empresarial al establecer ventajas de unas unidades económicas frente a otras. 

PARTE CONSIDERATIVA

1. Economía social de mercado y el papel institucional del Estado.

La economía social de mercado es una organización económica de independencia frente al estado, cuyo fin es asegurar la existencia de varios agentes con libre iniciativa económica, y promover la libre competencia para ofertar y demandar bienes y servicios. Los roles del estado son: i) Asegurar el derecho de propiedad, derechos económicos y laborales, ii) Defender el derecho de los consumidores, iii) Intervenir subsidiariamente en la economía, iv) Formular planes económicos con sujeción a principios y valores democráticos, v) Establecer políticas legislativas destinadas a asegurar el bienestar compartido de la población, el cual se constituye por la suma de los consumidores de los bienes y servicios.     

El fin de toda actividad económica es el de satisfacer necesidades de los consumidores y usuarios y con ello acrecentar el bienestar general.
2. El Derecho a la igualdad 

La noción de igualdad debe ser percibida desde dos planos. En el primero, se constituye como un principio rector de la organización y actuación del Estado Social y Democrático de Derecho. En el segundo, se erige como un derecho fundamental de la persona.

Como principio implica un postulado con proyección normativa que constituye parte del núcleo del sistema constitucional democrático. Como derecho fundamental comporta el reconocimiento de la existencia de una facultad que forma parte de un patrimonio jurídico personal que consiste en ser tratado igual que los demás en hechos o situaciones coincidentes. Es el derecho subjetivo que rechaza los privilegios y las desigualdades arbitrarias.

Dicha igualdad implica lo siguiente:

a)
La abstención de toda acción legislativa o jurisdiccional tendiente a la diferenciación arbitraria, injustificable y no razonable, y

b)
La existencia de un derecho subjetivo destinado a obtener un trato igual, en función de hechos, situaciones y relaciones homólogas.

Por otro lado, el derecho a la igualdad es un derecho relacional por cuanto sólo opera vinculativamente para asegurar el goce, real, efectivo y pleno del plexo de derechos que la Constitución y las leyes reconocen y garantizan.

El principio de igualdad constitucional exige del legislador una vinculación negativa y una vinculación positiva. La primera se traduce en la exigencia de tratar igual a los que son “iguales” y “distinto” a los que son distintos, de forma tal que la ley tenga  una vocación general y abstracta, quedando proscrita la posibilidad de que el Estado, a través del legislador, pueda ser generador de factores discriminatorios de cualquier índole. La vinculación positiva supone la exigencia de revertir las condiciones de desigualdad o de reponer las condiciones de igualdad de las que la realidad social pudiera estarse desvinculando, a través de las acciones positivas se persigue promover real y efectivamente la igualdad sustancial entre los individuos con el fin de establecer una simetría de oportunidades para todos. En ese sentido, no son discriminatorias aquellas acciones legislativas que establezcan tratos diferenciados con el objeto de promover la igualdad real de oportunidades, a condición de que dicha acción afirmativa esté sujeta a la regla de temporalidad.

3. Igualdad ante la ley y el concepto de diferenciación. 

La noción de igualdad ante la ley no se riñe con la existencia de normas diferenciadoras, a condición de que se acredite:

a)
La existencia de distintas situaciones de hecho y, por ende, la relevancia de la diferenciación; 

b)
La acreditación de una finalidad específica;

c)
La existencia de razonabilidad, es decir, su admisibilidad desde le perspectiva de los preceptos, valores y principios constitucionales;

d)
La existencia de proporcionalidad; es decir, que la consecuencia jurídica diferenciadora sea armónica y correspondiente con los supuestos de hecho y la finalidad; y,

e)
La existencia de racionalidad, es decir, coherencia entre los supuestos de hecho el medio empleado y la finalidad que se persigue.
4. El caso de la ley especial - la naturaleza de las cosas.

El derecho a la igualdad en su dimensión legal tiene dos componentes: 

a) La igualdad de la ley o en  la  ley, prevista en el artículo 103 de la Constitución.

b) La igualdad en la aplicación de la ley, prevista en el inciso 2 del artículo 2 de la Constitución.

El artículo 103 de la Constitución prescribe el principio que las normas jurídicas protegen y obligan por igual a todos. En ese sentido las normas son impersonales y de carácter general cuyo cumplimiento obliga a todos.
Dentro de ese contexto, y sólo por excepción, es viable la creación de una regla especial, la misma que no se ampara en el arbitrio, sino en la naturaleza de los hechos, sucesos o acontecimientos que ameriten una regulación particular o no genérica. En puridad, las normas especiales surgen por la necesidad de establecer regulaciones jurídicas esencialmente distintas a aquellas que contemplan las relaciones indiferenciadas o genéricas. Consecuencia de la regla anteriormente anotada es la primacía de la ley especial sobre la general.

En ese contexto, cuando el artículo 103 de la Constitución estipula que “pueden expedirse leyes especiales porque así lo exige la naturaleza de las cosas, pero no por la razón de la diferencia de las personas”, no hace sino reclamar la objetividad, la razonabilidad, la proporcionalidad y la racionalidad  que deben fundamentar toda ley especial.

La “cosa” regulada en el artículo 1 de la Ley Nro. 27633 -Ley de Promoción Temporal del Desarrollo Productivo Nacional- es la contratación y adquisiciones  de  bienes  por  parte  del  Estado; en tanto que su contenido y finalidad -vale decir, su naturaleza- consiste en otorgar un trato diferenciado a aquellas empresas con inversionistas nacionales o extranjeros  que  postulen  bienes y servicios elaborados o prestados dentro del territorio nacional; ello a efectos de promover temporalmente el desarrollo productivo nacional. Tal determinación se sustenta en que el Estado percibe que la realidad económica y social informa objetivamente la existencia de una canija industria nacional, un deficiente desarrollo humano y un altísimo nivel de desempleo.  

5. La Ley Especial de Promoción Temporal del Desarrollo Productivo Nacional en relación al principio de razonabilidad

Aun cuando la Ley Nro. 27633 efectivamente incorpore una fórmula preferente (Promoción Temporal del Desarrollo Productivo Nacional) a favor de aquellas empresas o industrias sujetas a la inversión nacional o extranjera y proveedoras de bienes y servicios en el territorio de nuestro país, no se realiza de una forma tal que pueda considerarse jurídicamente irrazonable por cuanto: a) conforme a la política legislativa en materia económica establecida por el Estado, éste prevé que a través de ella se contribuirá a asegurar el desarrollo de la producción nacional y a fomentar el empleo, la riqueza nacional y el bienestar general de la población, b) Por la realidad económica y social del país, c) Los artículos 44, 58 y 59 de la Constitución se lo permiten. 
 
6. La Ley Especial de Promoción Temporal del Desarrollo Productivo Nacional en relación al principio de proporcionalidad

La norma impugnada resulta ser un medio útil y legítimo para cumplir los fines fijados al Estado en materia económica. 

7. La transitoriedad de la medida
Según el artículo 2 de la Ley Nro. 27633, la diferenciación de trato tiene como fecha límite el 30 de junio del 2005. Con ello queda indubitablemente claro que el trato diferenciado no será una medida permanente, sino que tendrá un plazo de vigencia determinado. 

En consecuencia, la imputación de violación de los alcances del artículo 2, inciso 2 de la Constitución, debe desestimarse.

8. Normas  constitucionales que no tienen vinculación con el alcance de la ley denunciada. 

La sentencia menciona que no se presentan vulneraciones a los derechos de empresa, libertad de comercio e industria debido a que el contenido de la Ley Nro. 27633 les resulta ajeno. 
 

9. La vulneración al derecho de libre competencia. 

La igualdad de los competidores ante la ley (no discriminación) debe ser necesariamente concordada con el concepto de diferenciación e igualdad real de oportunidades expresadas en los considerandos precedentes.    

10. La vulneración de igualdad de trato entre competidores nacionales y extranjeros.

La norma denunciada otorga el beneficio adicional de puntaje al postor que postule bienes o servicios fabricados u ofrecidos en el Perú. Ese beneficio es aplicable tanto a postores nacionales como extranjeros; en tal sentido, la vulneración aludida con se presenta.

PARTE RESOLUTIVA

El Tribunal declara infundada la acción de inconstitucionalidad.

Política Tributaria del Estado - Capacidad Distributiva de los Tributos  

DATOS 

Expediente Nro. 0012-2003-AI/TC 

Fecha de Publicación: 8 de mayo de 2004

Pág. 268151.

Norma denunciada: Segunda Disposición Transitoria y Final de la Ley Nro. 27825
 (Ley que modifica los artículos 14 y 18 de la Ley Nro. 27688, Ley de Zona Franca y Zona Comercial de Tacna). 

ANTECEDENTES 

Demanda interpuesta por el Gobierno Regional de Tacna. Los fundamentos de la demanda son los siguientes: i) La norma denunciada contraviene los artículos 192 y 193 de la Constitución ya que ZOFRATACNA tiene como área de constitución y funcionamiento únicamente la Región Tacna y no los puertos de Ilo y Matarani, los cuales tan sólo permiten el ingreso y la salida de mercaderías, razón por la cual la administración y distribución del arancel aplicable a la importación de bienes que deban comercializarse en la Zona Comercial de Tacna, son competencias de la Región Tacna, ii) Dado que la recaudación del Arancel Especial obtenido bajo el régimen de ZOFRATACNA, tiene su origen en la Región Tacna, resultan irrelevantes los lugares por los que ingresa la mercadería, pues ésta necesariamente debe tener como punto de destino la Región Tacna, y iii) Si bien el inciso 20 del artículo 118 de la Constitución dispone que es el Presidente de la República quien regula las tarifas arancelarias, ello no implica que la distribución de lo recaudado por su aplicación sea también función del Ejecutivo. 

La política tributaria como competencia reservada al gobierno central.

Pese a que el estado peruano es unitario de gobierno descentralizado cabe precisar que la política tributaria queda reservada al gobierno central. En ese sentido, “aunque en ninguna norma constitucional se establece que la potestad de regulación tributaria incluye la determinación del órgano público competente para distribuir los montos que se recauden como consecuencia de la aplicación de los tributos creados, se debe considerar que tal facultad se encuentra implícitamente incluida en la potestad de regulación tributaria, toda vez que una interpretación contraria supondría afirmar que no existe órgano titular de dicha facultad, quedando abierta la posibilidad de que cualquier órgano público se arrogue la función distributiva del tributo. En consecuencia, debe quedar claro que los poderes Legislativo y Ejecutivo están facultados para, vía ley o decreto legislativo, respectivamente, determinar la distribución del tributo o, en su caso, delegar dicha facultad, por ejemplo, a un gobierno regional. En el caso de los aranceles o tasas la facultad para determinar la distribución delegar tal potestad queda reservada al Poder Ejecutivo, vía decreto supremo. 

 Lo expuesto es compatible con lo previsto por el inciso 3 del artículo 192 de la Constitución, en concordancia con lo establecido en su inciso 3, artículo 193, los cuales establecen que los gobiernos regionales pueden administrar tributos, siempre que hayan sido creados por ley a su favor. En interpretación sistemática con el artículo 74 de la Constitución, debe entenderse que, tratándose de aranceles o tasas, la creación de éstos a favor de las regiones puede realizarse a través de decretos supremos. 

En buena cuenta, un gobierno regional sólo puede administrar un tributo y, consecuentemente, determinar su distribución, siempre que haya sido investido de tal facultad por el Congreso de la República, vía ley, o por el Poder Ejecutivo, vía decreto legislativo o decreto supremo, en este último caso, siempre que se trate de aranceles o tasas.

Así las cosas, no existe decreto supremo alguno que haya delegado al Gobierno Regional de Tacna la facultad de administrar la totalidad del monto recaudado por la aplicación del Arancel Especial.”

PARTE RESOLUTIVA

El Tribunal declara infundada la acción de inconstitucionalidad.

Autonomía Funcional del Ministerio Público

DATOS 

Expediente Nro. 0011-2003-AI/TC 

Fecha de Publicación: 24 de mayo de 2004

Pág. 268995

Norma denunciada: Segunda parte del inciso f del artículo 15 
 y la sexta disposición final
 de la Ley Nro. 27785 (Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República). 

ANTECEDENTES 

Demanda interpuesta por la Fiscal de la Nación. Los argumentos del demandante son: i) El inciso f del artículo 15 de la Ley 27785 afecta la autonomía del Ministerio Público por cuanto dificulta y limita su labor de investigar delitos así como su condición de titular de la acción penal, y ii) La sexta disposición final de la citada ley afecta la autonomía e independencia del Ministerio Público debido a que le ordena asignar una Fiscalía Provincial ad hoc para el control gubernamental que estará a cargo de la Contraloría General de la República, cuando es potestad del Ministerio Público la creación de fiscalías especializadas.  

PARTE CONSIDERATIVA 

1. Sobre la inconstitucionalidad de la segunda parte del inciso f del artículo 15 de la Ley 27785.

La norma denunciada debe entenderse como un imperativo que alcanza sólo a los órganos que forman parte del Sistema Nacional de Control (su fin es regular el ejercicio de las atribuciones de los órganos que forman parte de ese Sistema). No debe entenderse que la presencia del Ministerio Público le impedirá a este organismo autónomo profundizar o realizar nuevas investigaciones, y menos aún, ejercitar la acción penal.  

2. Sobre la inconstitucionalidad de la sexta disposición final de la Ley 27785.

Al establecer la disposición final impugnada que el Ministerio Público “asignará una fiscalía ad hoc para el mejor control gubernamental” no debe entenderse que esa fiscalía será dependiente de la Contraloría General de la República, sino que sólo la apoyará para que la labor de control se optimice, sin que el fiscal renuncie a sus labores de investigación y de ejercicio de acción penal. La labor de apoyo encomendada a esta fiscalía ad hoc es un adicional a las atribuciones que la Ley Orgánica del Ministerio Público le ha atribuido. 

Por último, el Poder Legislativo puede disponer la creación de una fiscalía ad hoc en el seno del Ministerio Público sin que con ello afecte su autonomía. 

PARTE RESOLUTIVA

El Tribunal declara infundada la acción de inconstitucionalidad.

VOTO SINGULAR DE BARDELLI LARTIRIGOYEN  

La demanda debe ser declarada fundada porque “la Sexta Disposición Final de la Ley 27785 pretende incorporar, vía asignación, una Fiscalía Provincial a cargo de la Contraloría para que participe en sus acciones de control, contraviniendo la potestad del Ministerio Público de determinar la creación o supresión de Fiscalías Especializadas. Asimismo la segunda parte del inciso f) del artículo 15 de la Ley 27785 es inconstitucional porque: a) se limita la atribución constitucional del Ministerio Público de iniciar investigaciones de oficio; b) se impide su intervención en casos de comisión de delito cuando haya emitido informe derivado de acciones de control con participación de la Fiscalía Provincial ad hoc, razón por la cual la denuncia que se formule dejaría de ser prueba preconstituida, y c) bajo el criterio de que la Fiscalía ad hoc ya participó, se impide al Ministerio Público que realice sus investigaciones conforme a las atribuciones que le confiere la Constitución, una vez que se formule la denuncia.”

Resoluciones Judiciales Publicadas en el Peruano
Acción de Cumplimiento
Improcedencia del pago de intereses en la acción de cumplimiento. 

Expediente Nro. 394-2003. 

Fecha de Publicación: 28 de mayo de 2004. 

Pág. 6049. (Diario El Peruano)

La acción de cumplimiento no es la vía correcta para obligar a la entidad demandada el pago de intereses, a mayor abundamiento si del mismo acto administrativo cuyo cumplimiento se solicita no se desprende que ellos deban ser pagados y si además el accionante no intimó a la demandada el pago de los mismos.

_________________________________

Derecho Civil
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 30.04.2004

Reducción de la hipoteca – Límites a la voluntad contractual 

CAS. Nro. 1304-03 ICA 

Pág. 11821. (Diario El Peruano)
El pacto en contrario a la no reducción de la hipoteca se tendrá por no estipulado. 

Base Legal: C.C. art. 1116, 1355 y 1362.

Extensión de la hipoteca a edificaciones futuras en un terreno. 

CAS. Nro. 984-2003 LIMA

Pág. 11813. (Diario El Peruano)
“La hipoteca de un terreno determinado específicamente (suelo) no comprende el edificio construido con posterioridad (sobresuelo) a la celebración del contrato hipotecario.” 

Base Legal: C.C art. 885 inc. 1, 955, 1100 y 1106. 

Alimentos en el divorcio por causal de separación de hecho.

CAS. Nro. 1544-03 SANTA 

Pág. 11828. (Diario El Peruano)
La sentencia de divorcio por causal de separación de hecho debe fijar los alimentos para la mujer o para el marido, no siendo válida aquella que señale que los cónyuges pierden el derecho a acudirse mutuamente con los alimentos.  

Base Legal: C.C. art. 345.

CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 3.05.2004

No renovación tácita del arrendamiento entre herederos de los contratantes.  

CAS. Nro. 2997-2000 CHIMBOTE/SANTA.

Pág. 11914. (Diario El Peruano)
El contrato de arrendamiento celebrado produce sus efectos incluso entre los herederos de sus contratantes. Por lo tanto, a su finalización, ese contrato no se entenderá renovado tácitamente, sino que continuará en sus mismas condiciones hasta que el heredero - arrendador solicite la devolución del bien o concuerde con el otro heredero la renovación del arrendamiento.

Base Legal: C.C. art. 660, 1363 y 1700.

Acreditación de derecho de propiedad mueble

CAS. Nro. 714-2003 UCAYALI

Pág. 11920. (Diario El Peruano)
La propiedad de un vehículo se debe acreditar con la tarjeta de propiedad del mismo o con un título que avale la transferencia realizada según el artículo 948 Código Civil.

Base Legal: C.C. art. 948. 

Indemnización y alimentos tras disolución matrimonial - Divorcio

CAS. Nro. 802-2003 CHINCHA

Pág. 11923. (Diario El Peruano)
En todo proceso de divorcio el magistrado debe emitir obligatoriamente pronunciamiento respecto a los alimentos y sobre la indemnización a otorgar al cónyuge más perjudicado, ya que interpretando el artículo 345-A del Código Civil todo decaimiento matrimonial implica un perjuicio para ambos cónyuges.  

Base Legal:  C.C art. 345-A   

Fraude del Acto Jurídico

CAS. Nro. 938-2003  ICA

Pág. 11945. (Diario El Peruano)
Para la verificación del fraude en el acto jurídico, no es suficiente la conducta dolosa del deudor, sino que el juzgador debe de verificar también la buena fe de aquel tercero participe del acto o negocio jurídico. 

Base Legal: C.C. art. 195.

Cómputo de plazo de la prescripción extintiva para solicitar la nulidad de un acto jurídico.

CAS. Nro. 1062-2003 CUSCO

Pág. 11946. (Diario El Peruano)
El plazo de prescripción extintiva corre desde el día en que pueda ejercitarse la acción, lo que sucede cuando se tiene conocimiento del acto jurídico que se pretende impugnar y no desde la fecha de suscripción del documento cuya nulidad se pretende.

Base Legal: C.C. art. 1993.

CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 31.05.2004

Tercería de propiedad – Buena Fe Registral – Prelación de inscripciones – Oponibilidad de sentencias.

CAS. Nro. 1407-2002 CUZCO

Pág. 12032. (Diario El Peruano)
La sentencia que otorgó propiedad al tercerista no perjudica el embargo por cuanto este se inscribió cuando en Registros Públicos el propietario no era el tercerista, además, debe tenerse en consideración que en ese proceso no se emplazó al titular del embargo.

Base Legal: C.C. art. 2014 y 2016.

Liquidación de Sociedad de Gananciales.

CAS. Nro. 1385-2002 HUÁNUCO

Pág. 12044. (Diario El Peruano)
Un cónyuge no puede disponer de un bien de la sociedad de gananciales que estando fenecida, aún no ha sido liquidada. 

Base Legal: C.C. de 1936. art. 199 inc. 3 / C.C. de 1984. art. 320.

Casuales de desheredación.

CAS. Nro. 1507-2002 LIMA

Pág. 12032. (Diario El Peruano)
No son causales de desheredación del cónyuge el desalojo del hogar perpetrado por él contra el causante así como la violación del cónyuge de un acuerdo simulado celebrado con el difunto. 

Base Legal: C.C. art. 746.

Cómputo de plazo de prescripción para la acción civil derivada de un ilícito penal.

CAS. Nro. 3243-2001 PIURA

Pág. 12045. (Diario El Peruano)
El plazo de prescripción para la acción civil derivada de un ilícito penal se computa desde la fecha en que quedó consentida la sentencia penal. 

Base Legal: C.C. art. 1996 inc. 3  /  C.P. art. 100.

___________________________________

Derecho Procesal Civil 

CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 30.04.2004

Parte civil en proceso penal concluido que posteriormente demanda civilmente. 

CAS. Nro. 570-03 JUNIN 

Pág. 11811. (Diario El Peruano)
La persona perjudicada por la comisión de un delito puede demandar civilmente a su agresor, a pesar de haberse constituido en parte civil en el proceso penal, siempre y cuando la sentencia condenatoria no haya contemplado todos los daños o variedad de perjuicios sufridos y que se solicitan en la demanda civil.

Indemnización civil de menores no constituidos en parte civil en proceso penal   

CAS. Nro. 570-03 JUNIN 

Pág. 11811. (Diario El Peruano)
Al haberse constituido el demandante en parte civil en el proceso penal a nombre propio y sin especificar que lo hacía en nombre de sus hijos, estos no han podido verse beneficiados con la reparación civil fijada en la sentencia penal, por lo tanto, corresponde amparar la demanda de los menores, a mayor abundamiento, si lo que se exige que sea reparado es el daño moral, a la persona, responsabilidad extracontractual e indemnización punitiva. 

Causal por la cual se encuentra impedido de dirigir un proceso 

CAS. Nro. 1214-03 LIMA

Pág. 11817. (Diario El Peruano)

El precepto que impide a un juez dirigir un proceso cuando ha conocido el mismo en otra instancia (inciso 5 del artículo 305 del C.P.C.) es aplicable incluso cuando el aquo se haya limitado sólo a conceder la apelación.    

Base Legal: C.P.C. art. 305  inc. 5.  /  LOPJ art. 96 inc. 8. 

Oportunidad para resolver y notificar recusación de magistrados  

CAS. Nro. 1264-03 CUSCO 

Pág. 11819. (Diario El Peruano)
A fin de no alterar la relación jurídica procesal cualquier cuestionamiento a la participación de un magistrado en un proceso debe ser resuelta y notificada antes de la expedición de la resolución que resuelve el conflicto de intereses. 

Base Legal: C.P.C. art. 307 y 386 inc. 3. 

Carga de la prueba.

CAS. Nro. 1656-03 LA LIBERTAD

Pág. 11834. (Diario El Peruano)
No corresponde al vendedor probar que el comprador incumplió su obligación de pagar el precio.

Base Legal: C.C. art. 1229.  /  C.P.C. art. 196.

CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 3.05.2004

Declaración de inconstitucionalidad de normas y efectos en las sentencias expedidas anteriormente.

CAS. Nro. 308-2001 LIMA

Pág. 11915. (Diario El Peruano)
Toda declaración de inconstitucionalidad posterior a una sentencia no puede ser asidero para que la misma se vea alterada, toda vez que el hecho de declarar inconstitucional una norma no crea efectos retroactivos, sino que resulta eficaz desde el día siguiente a su publicación.

Base Legal: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional: art. 35.

Indebida valoración de medios probatorios - Debido Proceso

CAS. Nro. 661-2001 CAJAMARCA

Pág. 11917. (Diario El Peruano)
La valoración de medios probatorios realizada respecto de hechos que nunca fueron cuestionados por las partes produce una indebida motivación y contraviene la garantía del debido proceso.

Base Legal: .C.P.C. art. 122 inc. 3 y 386 inc. 3.

Principio de Congruencia

CAS. Nro.1446-2003 LIMA

Pág. 11954. (Diario El Peruano)
Al confundir figuras jurídicas distintas se realiza un acto contrario con el principio de congruencia procesal.

Base Legal: C.P.C. art. 50 inc. 6.

Fundamentación de Resoluciones - Debido Proceso 

CAS. Nro. 1690-2003 LIMA

Pág. 11954. (Diario El Peruano)
La fundamentación de resoluciones sin una base legal significa una infracción al debido proceso. 

Base Legal: C.P.C. 386 inc. 3.
CASACIÓN PUBLICADA EN “EL PERUANO” EL 31.05.2004

Consulta de resoluciones

CAS. Nro. 845-2002 LA LIBERTAD 

Pág. 12047. (Diario El Peruano)
No debe interpretarse que una sentencia de primera instancia que es materia de consulta se halle consentida o ejecutoriada antes de ser elevada.  

Base Legal: C.P.C. art. 148 inc.2 

___________________________________
Derecho Bancario
CASACIÓN PUBLICADA EN “EL PERUANO” EL 30.04.2004

Tipo de interés aplicable en las cuentas bancarias con saldo deudor. 

CAS. Nro. 1600-03 LAMBAYEQUE 

Pág. 11831. (Diario El Peruano)
Los intereses a los que se refiere el último párrafo del artículo 228 de la Ley 26702 (Ley del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros) no se refiere a los de tipo legal, sino a los convencionales, tanto compensatorios como moratorios.  

Base Legal: Ley 26702 art. 228 últ. párrafo.

Resoluciones de Tribunales Administrativos Publicadas en “El Peruano”
Tribunal Fiscal
Derecho de los CETICOS a usar como crédito fiscal el IGV 

Resolución Nro.: 01913-1-2004

Fecha de Publicación: 28 de mayo de 2004.

Pág. 6050. (Diario El Peruano)

Expediente Nro. 3166-2001

Asunto: Impuesto General a las Ventas, a la Renta y Multas. 

"Los usuarios de los CETICOS no tienen derecho a utilizar como crédito fiscal el Impuesto General a las Ventas que hubiere gravado sus adquisiciones del resto del país, siempre que hubiesen sido ingresadas a los CETICOS observando los procedimientos establecidos por la ley para ser calificadas como exportación."

Vigencia de las normas tributarias en el tiempo. 

Resolución Nro.: 03041-A-2004.

Fecha de Publicación: 28 de mayo de 2004.

Pág. 6053. (Diario El Peruano)

Expediente Nro. 2003006317.

Asunto: Devolución. 

"Durante la vigencia de la Constitución de 1993, el Decreto Supremo Nro. 016-91-AG (dictado con fuerza de ley y cuya vigencia fue restituida mediante el Decreto Ley Nº 25528 de fecha 6 de junio de 1992) no modificó las disposiciones aduaneras previstas en el Protocolo Modificatorio del Convenio Peruano Colombiano de 1938, aprobado mediante Resolución Legislativa N° 23254". 

___________________________________
Tribunal Registral
Subdivisión de predios urbanos al amparo de las Leyes Nros. 27157
 y 27333
.

Resolución Nro. 168-2001-SUNARP-TR-L

Fecha de Publicación: 3 de mayo de 2004.

Pág. 267813. (Diario El Peruano)

“El supuesto de hecho para proceder a la subdivisión o fraccionamiento de predios urbanos sin autorización de la municipalidad respectiva, es que se trate de regularizaciones tramitadas al amparo de las Leyes Nros. 27157 y 27333, es decir, que se pretenda inscribir vía regularización, una declaratoria de fábrica, demolición, prescripción adquisitiva o título supletorio que recaiga sobre predios urbanos, por lo que no corresponde a las instancias registrales la calificación de si el área de los sublotes cumplen con las especificaciones contenidas en el Certificado de Parámetros Urbanísticos y Edificatorios, por cuanto ello constituye función específica de los verificadores responsables conforme se desprende del artículo 9.1 del Reglamento de la Ley Nro. 27157.” 

Nulidades de actos administrativos.  

Resolución Nro. 141-2001-SUNARP-TR-L

Fecha de Publicación: 4 de mayo de 2004.

Pág. 267858. (Diario El Peruano)

“Las nulidades de los actos administrativos se plantean por medio de los recursos administrativos y son resueltas por el órgano jerárquicamente superior al emisor de dicho acto. Tiene efectos retroactivos y por consiguiente, repone el procedimiento al momento en que se incurrió en la nulidad.” 

Precedentes de observancia obligatoria aprobados en la Sesión del Sétimo Pleno del Tribunal Registral de la SUNARP.

Publicado el 27 de mayo de 2004.

Página. 269146. (Diario El Peruano)

Resolución de Superintendencia Adjunto de la Superintendencia Nacional de Registros Públicos Nro. 015-2004-SUNARP/SA.

1. Adecuación de Sucursal


Criterio adoptado en la Resolución Nro. 038-2004-SUNARP-TR-L.

“Las sucursales de sociedades constituidas en el extranjero pueden adecuarse a las disposiciones de la Ley General de Sociedades en cualquier momento, conforme a la Ley Nro. 27673 
 no constituyendo dicha omisión casual para dejar constancia en el certificado de vigencia de la sucursal que aún no se ha producido la referida adaptación.”

2. Cómputo de la vigencia del asiento de presentación.


Criterio adoptado en la Resolución Nro. 172-2004-SUNARP-TR-L.

“El plazo de la vigencia del asiento de presentación caduca al cumplirse el plazo señalado legalmente y sólo puede ser suspendido o prorrogados por motivos expresamente señalados en las normas registrales. Es por ello que vence en el tiempo de manera inexorable, independientemente de la información que brinde el sistema informático y de la fecha en que se formalice la esquela de tacha.”

3.
Cancelación de medida cautelar por caducidad.

Criterio adoptado en las Resoluciones Nros. 206-2003-SUNARP-TR-L
 y 010-2004-SUNARP-TR-L.

“La medida cautelar concedida antes que la decisión final adquiera la calidad de cosa juzgada caduca a los dos años computados desde que adquirió firmeza tal decisión, aunque haya sido ejecutada posteriormente.”

Consejo de Minería

Requisitos de las áreas urbanas sobre las que no se otorgan concesiones mineras ni se admiten solicitudes de petitorios mineros.

Resolución Nro. 088-2004-MEM/CM

Fecha de Publicación: 1 de mayo de 2004. 

Pág. 6039. (Diario El Peruano)

“Las áreas sobre las cuales no se otorgan títulos de concesiones mineras metálicas y no metálicas, ni se admiten solicitudes de petitorios mineros son las áreas urbanas que hayan sido o sean calificadas como tales por Ordenanza Municipal expedida por la Municipalidad Provincial de acuerdo con los procedimientos y parámetros dispuestos por el reglamento de Acondicionamiento Territorial, desarrollo Urbano y Medio Ambiente, aprobado por Decreto Supremo Nro. 007-85-VC que descansan en criterios netamente urbanísticos y que hayan sido publicadas en el Diario Oficial El Peruano incluyendo las coordenadas UTM de la poligonal que determine sus límites utilizando el datum geodésico PSAD 56.”
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� Artículo 1.- Objeto.


   Modifícase el Artículo único de la Ley Nº 27143, modificado por el Artículo 1 del Decreto de Urgencia Nº 064-2000, el mismo que queda redactado en los siguientes términos:


  “Artículo Único.- Para la aplicación del Artículo 31 de la Ley Nº 26850, Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, en los procesos de adquisiciones de bienes y para efectos del otorgamiento de la buena pro, se agregará un 20% adicional a la sumatoria de la calificación técnica y económica obtenida por las posturas de bienes y servicios elaborados o prestados dentro del territorio nacional, conforme al reglamento de la materia."





� A pesar de la no vinculación de la ley denunciada con los derechos de libertad de empresa, de comercio y de industria, el Tribunal desarrolla el concepto de los mismos. 


� Segunda Disposición Final y Transitoria.- En un plazo máximo de 30 días, a partir de la vigencia de la presente Ley, se establecerá la nueva distribución porcentual del Arancel Especial, incluyendo al puerto de Ilo y a Ceticos llo.





� Artículo 15.- Atribuciones del sistema


Son atribuciones del Sistema: (...) 


f) (...)


En el caso de que los informes generados de una acción de control cuenten con la participación del Ministerio Público y/o la Policía Nacional, no corresponderá abrir investigación policial o indagatoria previa, así como solicitar u ordenar de oficio la actuación de pericias contables.





� Sexta Disposición Final .- Apoyo de entidades en el ejercicio del control


La Policía Nacional asignará personal a fin de conformar la Policía Adscrita a la Contraloría General y el Ministerio Público asignará una Fiscalía Provincial Ad Hoc, para que en forma conjunta participen coadyuvando al mejor cumplimiento del control gubernamental.


Asimismo, cualquier entidad sujeta a control por el Sistema deberá prestar la ayuda requerida por la Contraloría General, bajo responsabilidad del Titular.





� Ley de Regularización de Edificaciones, del Procedimiento para la Declaratoria de Fábrica y del Régimen de Unidades Inmobiliarias de Propiedad Exclusiva y de Propiedad Común.  


� Ley Complementaria de la Ley Nro. 26662, Ley de asuntos no contenciosos de competencia notarial, para la regularización de edificaciones.  


� Publicada el 27 de mayo de 2004. Pág. 269146.


� Ley que permite regularizar sociedades


� Publicada el 27 de mayo de 2004. Pág. 269148.


� Publicada el 27 de mayo de 2004. Pág. 269150.


� Publicada el 27 de mayo de 2004. Pág. 269153.
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